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El triunfo de Otto Pérez en Guatemala 

La hora de los generales 

Uno de los grandes temas pendientes en Guatemala es el de la impunidad, de los crímenes 
"comunes" y de los ligados a violaciones a los derechos humanos. La gran mayoría de las 200 mil 
muertes y 50 mil desapariciones que arrojaron los 36 años de conflicto armado fueron cometidas 
por las Fuerzas Armadas o los paramilitares. En las elecciones del domingo pasado resultó electo 
presidente un general, Otto Pérez, acusado de haber participado en masacres. 



Luis Ángel Sas 



Desde Guatemala 



El militar dio un manotazo en la 
mesa del juez y le clavó una mi- 
rada desafiante. Usted no puede 
recibir ni investigar denuncias 
contra militares por desaparicio- 
nes, le dijo. No sonaba a peti- 
ción, era una orden. 

Era 1988 y aún estaba vigen- 
te en Guatemala el sistema in- 
quisitivo de justicia por el cual el 
juez también investigaba. Él sa- 
bía que dos años de democracia 
-en 1986 Vinicio Cerezo se ha- 
bía convertido en el primer go- 
bernante civil electo por el voto 
popular- no podían servirle de 
seguro de vida. 

Después de hablar con su fa- 
milia, el juez decidió que no se 
dejaría intimidar y aceptaría las 
denuncias que llegaran. El 1 de 
julio de 1988 se enteró del se- 
cuestro de su colega Julio Aníbal 
Trejo y su ayudante Carlos Mo- 
ran Amaya, dos días después de 
ordenar capturas por desapari- 
ciones y asesinatos de estudian- 
tes y supuestos subversivos en el 
caso conocido como el de "la pa- 
nel blanca". Trejo apareció tras 
un día de tortura pero con vida; 
Amaya fue encontrado con dos 
disparos en la cabeza. 

Veintitrés años después, a es- 
te juez, viejo, atemorizado y pa- 
dre de abogados, aún le recorre 
un escalofrío cuando habla de 
estos asuntos y se niega a ser 
identificado. Él es quizá uno de 
los primeros jueces que tuvo en 
sus manos los procesos que aho- 
ra están reflejándose en capturas. 
"Allí -dice- hay unos militares 
aún riéndose, aunque ahora tal 
vez no tanto. " 

DOS AÑOS QUE PARECEN 20. 

Desde fines de 2009 se han plan- 
teado más casos contra militares 
que en las últimas dos décadas, 
y la Fiscalía de Derechos Huma- 
nos del Ministerio Público ha lo- 
grado penas para 15 militares en. 
retiro y comisionados militares. 
El 3 de diciembre de 2009 un 
coronel y tres ex comisionados 
militares fueron sentenciados a 
53 años de prisión por la desapa- 




"Mano dura" contra ¡a delincuencia fue ¡a consigna de 
campaña de Otto Pérez I Foto'Orlando Sierra 



El país mas violento 



El domingo pasado los guatemaltecos podían optar por dos can- 
didatos de derecha: el general Otto Pérez Molina, del Partido Pa- 
triota, y el empresario Manuel Baldizón, del partido líder. Ganó 
Pérez, y con él los militares vuelven al poder en un país donde no 
lo ejercían desde hacía 25 años pero en el que se acostumbraron a 
gobernar durante décadas, siempre tras golpes de Estado. 

La guatemalteca es la mayor economía de su región, con un 
pbi total de 42.500 millones de dólares (2.850 per cápita). Pero es 
también una de las más desiguales: los pobres superan la mitad 
de la población de 14,4 millones de habitantes, y hay un núcleo 
de ricos muy, muy ricos. La pobreza es particularmente fuerte (80 
por ciento) entré los indígenas, que representan casi la mitad de 
la población total, y entre los niños. El analfabetismo ronda el 30 
por ciento y una cuarta parte de los activos están desempleados o 
subempleados. 

La guatemalteca es, además, una economía extremadamente 
primarizada. Los principales productos de exportación del país 
son azúcar, banano, café, cardamomo y petróleo. 

El país presenta uno de los mayores índices de homicidios del 
mundo: 48 por 100 mil, seis veces más que la media mundial. Tan- 
to Pérez como Baldizón centraron su campaña en la "mano dura" 
que aplicarían una vez llegados al gobierno. Baldizón prometió 
restaurar la pena de muerte, Pérez, con un pasado de jefe de la con- 
trainsurgencia, "la disciplina social". 

De la pobreza prácticamente no hablaron. Como tampoco lo 
hicieron de la necesidad de una reforma fiscal en un país rumbo 
a la bancarrota, con un índice dé evasión gigantesco y un sistema 
que apenas grava los ingresos del capital. El presidente saliente, el 
socialdemócrata Alvaro Colom, intentó una reforma fiscal que fue 
boicoteada en el parlamento precisamente por las bancadas que 
responden a Pérez y Baldizón. 

La alianza socialdemócrata Une-Gana, en el poder hasta ene- 
ro, que no tuvo candidato propio en estas elecciones porque fue 
impugnada la postulación de Sandra Torres, ex esposa de Colom, 
del cual se separó coh el sólo objetivo de poder disputar la presi- 
dencia (en Guatemala está prohibida la reelección y que parientes 
directos del presidente en ejercicio sean candidatos), contará de 
todas maneras con una fuerte bancada en el futuro Congreso. Pé- 
rez deberá negociar o con Une-Gana o con Baldizón para obtener 
mayorías parlamentarias. ■ 



rición de ocho personas en 1981. 
Era el primer caso en que la Fis- 
calía lograba sentencia por críme- 
nes ocurridos en la guerra interna. 
Desde entonces han sido captura- 
dos desde kaibiles y soldados ra- 
sos hasta mandos del Ejército. El 
de mayor rango fue el ex jefe del 
Estado Mayor de la Defensa entre 
1982 y 1983, Héctor López Fuen- 
tes, detenido en julio pasado. 

Tras la captura de López 
Fuentes, la Asociación de Vete- 
ranos Militares advirtió que si 
los juicios contra sus camaradas 
proseguían, "si las circunstan- 
cias así lo demandan ", estaban 
"dispuestos a luchar nuevamen- 
te". Por el momento decidieron 
defenderse, con una cohorte de 
abogados muy bien pagos, sin 
dejar de sugerir que siguen "es- 
tando allí". Muchas empresas de 
seguridad privada están en ma- 
nos de militares. 

La Fiscalía acaba de solicitar 
la captura de un ex jefe de inte- 
ligencia, José Mauricio Rodrí- 
guez, y de un ex jefe de Estado, 
Óscar Humberto Mejía Víctores, 
ambos generales en retiro. 

PROCESADO SIN PRISIÓN. Me- 
dia mañana del miércoles 25 
de octubre. Periodistas espera- 
ban ansiosos por la decisión de 
la jueza Carol Flores acerca de 
si enviaba a prisión, por prime- 
ra vez en la historia de Guatema- 
la, a un ex presidente acusado de 
delitos de lesa humanidad. 

Óscar Humberto Mejía Víc- 
tores fue el último militar presi- 
dente (1983-1986). Fue él quien 
condujo la transición a la demo- 
cracia, pero en los años en que 
fue ministro de Defensa se co- 
metieron varias de las peores 
masacres contra indígenas. La 
Fiscalía lo acusa de haber inter- 
venido en 71 masacres durante 
los años 1982 y 1983, cuando 
era parte del gobierno de Efraín 
Ríos Montt, a quien después ex- 
pulsaría del poder. 

"¿Cree realmente que él irá 
a la cárcel? ¿ Cree que se entre- 
garía si hubiera una posibilidad 
de entrar en una prisión? ", pre- 
guntó a este periodista un fiscal. 
"Aún tienen contactos", señaló. 

Poco antes de que la policía 
procediera a entrar al apartamen- 



to en que Mejía vivía, una am- 
bulancia privada llegó dXparking 
del edificio y minutos después el 
cuerpo flojo del general, sobre 
una camilla y cubierto con una 
sábana blanca, era retirado rum- 
bo a un hospital. La jueza Flores 
ordenó enviarlo al centro médico 
militar para que fuera revisado y 
se determinara su estado de sa- 
lud tras un supuesto derrame ce- 
rebral. Mejía ha sido procesado 
pero por ahora no ha ido a pri- 
sión. 

LOS AVANCES. El Ministerio 
Público ha salido últimamente 
a pescar peces gordos: además 
de los militares han caído narco- 
traficantes de talla internacional, 
evasores de impuestos por 2 mil 
millones de quetzales, lavadores 
de dinero y una ex magistrada de 
la Corte Suprema de Justicia. 

Para el presidente de la Aso- 
ciación de Jueces y Magistrados, 
Carlos Aguilar, ese progreso ha 
sido posible porque el país ha al- 
canzado cierta madurez y sobre 
todo por la actuación de la fiscal 
general Claudia Paz y Paz. 

"Ella ha dado el impulso. 
Hay que recordar que los pro- 
cesos no son nuevos, ya tienen 
años, pero ningún fiscal anterior 
les había dado importancia", ex- 
plica Aguilar. Paz y Paz aumentó 
el personal de la Fiscalía de De- 
rechos Humanos y le mejoró la 
infraestructura de que dispone. 
Nery Rodenas, de la Oficina de 
Derechos Humanos del Arzobis- 
pado, piensa que la fiscal es te- 
meraria. "Está desafiando al sis- 
tema ", asegura. 

"Ahora se trata de ir por los 
intelectuales ", dice Rodenas, 
entendiendo por tales a los in- 
ductores y a los planificadores 
de las masacres. 

En la Fiscalía afirman que 
están en mucho mejores con- 
diciones que antes para seguir 
avanzando, que la Policía Na- 
cional ha encontrado docu- 
mentos que han fortalecido las 
investigaciones, probando las 
denuncias de los testigos y de- 
jando poco margen a los jueces 
para que se nieguen a aceptar 
las causas. "Los jueces son hoy 
nombrados de forma indepen- 
diente", y eso los hace menos 
sensibles a presiones externas, 
de gobernantes o militares, sos- 
tiene Aguilar. "Amenazas siem- 
pre llegarán. " 

De todas maneras, el acceso 
al gobierno del general retira- 
do Otto Pérez, acusado por los 
organismos de derechos huma- 
nos de haber participado en ma- 
sacres, puede frenar los avances 
realizados. Muchos temen por 
la cabeza de Paz y Paz, aunque 
otros subrayan que la buena ima- 
gen que la fiscal tiene en Estados 
Unidos, por su actitud ante los 
capos narcos, podría servirle de 
salvoconducto. Habrá que ver. ■ 
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Guatemala 

La máquina que tragaba hombres 

Veinte años atrás, más de doscientas personas fueron secuestradas y desaparecidas por su supuesta 
relación con la guerrilla, y más de cien mujeres fueron violadas por soldados en un pueblo kaqchiquel 
situado a 80 quilómetros al occidente de Ciudad de Guatemala. Aún no sanan sus heridas, aunque 
dieron un paso al encontrar restos de quienes podrían ser sus familiares en un destacamento militar. 
Los vecinos llaman a ese lugar "la máquina que tragaba hombres". 

Luís Ángel S as* 



"¡Adiós, Carmen! ¡Adiós para 
siempre!", gritó Felipe mientras 
los soldados lo halaban de los 
brazos y arrastraban por la cajle 
polvorienta como se arrastra a un 
animal muerto que ya no opone 
resistencia. Minutos antes de que 
los militares derribaran su puerta 
a patadas, le había dicho a su es- 
posa Carmen que esperaba que su 
muerte fuera tranquila, que lo to- 
mara en su cama, sin sobresaltos 
y sin dolor, en familia. Pero ahora, 
sometido por las fuerzas del Esta- 
do, Felipe sospechaba que no era 
ése su destino. 

Carmen, al ver al hombre fren- 
te a ellos con un fusil en las ma- 
nos, entendió que su esposo iba a 
sufrir, y antes de que Felipe reci- 
biera el empellón que lo sacó de 
su casa de adobe y madera, en un 
arrebato de valentía le suplicó al 
soldado que guiaba el grupo: 

— Mejor déjelo muerto, tan si- 
quiera su cuerpo voy a enterrar. 

— No, señora, duerma tran- 
quila con sus hijos, sólo vamos a 
hacer unas preguntas a su esposo 
y después lo venimos a dejar otra 
vez -respondió el soldado. 

Pero Felipe y Carmen sabían 
que no era cierto. Él sollozaba 
mientras recibía golpes y empu- 
jones para subir al "picop" del 
ejército. Ella se quedó en la ca- 
lle observando cómo el polvo y 
la oscuridad se tragaban las luces 
rojas del vehículo de los solda- 
dos. Esa noche ella quedó en una 
especie de agujero negro: una es- 
posa sin esposo, una viuda sin 
cadáver. 

Felipe era catequista de la 
iglesia católica de San Juan Co- 
malapa, Chimaltenango, además 
de agricultor. Carmen, una chica 
religiosa. Así se conocieron. Él 
l-lt-fá "Biblia y enseñaba cantos 
religiosos. Ella escuchaba con 
interés y ponía más atención a 
las melodías de amor que llega- 
ban cuando terminaba la clase 
cristiana. Así la conquistó. Me- 
ses después Felipe llevó gallinas 
y comida para pedir la mano de 
Carmen, siguiendo la tradición 
del pueblo. Se casaron en 1977 y 
para el 8 de mayo de 1981 tenían 
dos hijos y esperaban al tercero. 

Aquella noche de mayo fue la 
última vez que Carmen vio a Fe- 
lipe antes de que fuera llevado al 
quilómetro 77, donde la fábula, 
obligada por el temor de llamar 
a las cosas por su nombre, decía 
que existía una máquina que tra- 
gaba hombres y que no devolvía 
ni los huesos. El mito terminó 
23 años después, en 2003, cuan- 
do se encontraron en un espacio 
que ocuparía unos sesenta cam- 
pos de fútbol, 220 osamentas de 
aldeanos y supuestos guerrilleros 




secuestrados por el ejército, la po- 
licía y grupos paramilitares. 

EL QUILÓMETRO 77. Para enten- 
der lo que pasó en este pueblo só- 
lo hay que verlo: sus murales de 
sangre y fuego en el cementerio y 
en la escuela; las pintadas contra 
militares. Sus poetas tienen como 
musa la justicia, no el amor. 

San Juan Comalapa despertó 
de la pesadilla con menos habi- 
tantes y muchos miedos. Duran- 
te ocho años, de 1981 a 1988, un 
destacamento militar hizo de este 
pueblo el infierno. Así lo dicen sus 
habitantes. Repiten constantemen- 
te: "pesadilla", "infierno", "pe- 
sadilla ". 

Para llegar a San Juan Co- 
malapa hay que tomar un camino 
sinuoso de sólo dos carriles, los 



últimos quilómetros están cons- 
truidos en la orilla de una montaña 
(a 2.098 metros sobre el nivel del 
mar); tres vírgenes montadas en 
columnas de concreto observan a 
los viajeros que suben para llegar 
al pueblo o que bajan para alejarse. 
Dicen que las estatuas fueron colo- 
cadas porque el pueblo es católico 
y querían protección en la carrete- 
ra, que de un lado tiene un barran- 
co que da vértigo y del otro una 
montaña que en época de lluvia 
amenaza con enterrar a quien pase. 
También se cuenta que la gen- 
te decidió colocar las imágenes 
religiosas porque en el último tra- 
mo, antes de llegar al pueblo, que 
está justo en el quilómetro 80, se 
escuchaban gritos que salían del 
bosque, gritos de dolor. "Desde 
que se llevaron las osamentas, en 



Ríos Montt procesado por genocidio 



Fue bajó la dictadura del general Efraín Ríos Montt, entre 1982 y 
1983, que "la máquina que devoraba hombres" operó con máxima 
voracidad, en especial por su política de tierra arrasada en regiones 
indígenas. Ríos Montt, que perdió su inmunidad como parlamentario 
por no haber logrado ser reelecto el año pasado, acaba de ser pro- 
cesado por genocidio. Según Memoria del silencio, un documento 
de la Comisión del Esclarecimiento Histórico, en esa época el ejér- 
cito identificó á "grupos del pueblo maya como el enemigo interno, 
porque consideraba que constituían o podían constituir la base de 
apoyo de la guerrilla. (...) Inspirado en la doctrina de la seguridad 
nacional, el gobierno definió un concepto de enemigo interno que 
fue más allá de los combatientes, militantes o simpatizantes de la 
guerrilla, incluyendo a los civiles de determinados grupos étnicos. 
(...) El terror sin precedentes, provocado por las masacres y la de- 
vastación de aldeas enteras en el período comprendido entre 1981 y 
1983, desencadenó la huida de una población diversa, cuya mayoría 
estaba constituida por comunidades mayas", enfatizó el informe. 
Casi 2 mil indígenas fueron masacrados y 54 comunidades arrasadas 
durante el corto bienio de Ríos Montt, 

El general fue enviado a prisión- domiciliaria a la espera de un 
juicio, y podría convertirse en el primer militar condenado por ge- 
nocidio. Según Memorias del silencio, durante el conflicto armado, 
que duró 36 años, murieron en Guatemala más de 200 mil personas. 
De las violaciones a los derechos humanos, 93 por ciento fueron atri- 
buidas al ejército y 3 por ciento a la guerrilla. « 



2003, los gritos terminaron", dice 
Carmen Cumes de Poyón. Desde 
hace 30 años no tiene esposo: le- 
galmente sigue casada aunque en 
realidad es una viuda que desea 
que inventen una palabra para re- 
sumir su situación civil cada vez 
que le preguntan para llenar docu- 
mentos oficiales. 

No es la única. Desde 1980 
hasta 1985 fueron capturados y 
desaparecidos 23 1 pobladores por 
el ejército, policías y grupos para- 
militares, según el informe presen- 
tado por la Fundación de Antropo- 
logía Forense de Guatemala (fafg) 
al Ministerio Público. Los deteni- 
dos eran sospechosos de apoyar a 
una columna del Ejército Guerri- 
llero de los Pobres (egp) o de pen- 
sar hacerlo algún día. La mayo- 
ría, si no todos, fueron llevados al 
destacamento militar instalado en 
1 980 -justo cuando empezaron las 
desapariciones- El ejército no tie- 
ne documentos que avalen la ins- 
talación del destacamento y pa- 
ra ellos es como si nunca hubiera 
existido. Se hizo una solicitud de 
información y el vocero del ejér- 
cito, Rony Urízar, respondió que 
como era un puesto móvil no hay 
documentos. 

— Yo sé que usted dirá que, 
si estuvo mucho tiempo allí, ¿por 
qué no hay documentos? Lo im- 
portante no es el tiempo, sino si es 
móvil o no. Si hubiese sido una ba- 
se militar estable estarían todos los 
documentos. Además sólo se guar- 
daban documentos por diez años y 
después se suprimían -aclara Urí- 
zar. 

— ¿Me está diciendo que no 
hay forma de saber quiénes estu- 
vieron allí? 

— Exacto -dice el vocero. 

Cumes se ofrece como guía 
para ir al quilómetro 77, que queda 
a cuatro minutos en automóvil de 
su casa. La entrada al terreno está 
en mal estado y hay toneles llenos 



de concreto que un día se coloca- 
ron para impedir el ingreso. 

El lugar no tiene nada de es- 
pecial hoy a simple vista: un pe- 
queño bosque sobre una montaña 
a la orilla de la carretera, repleto de 
pinos y cipreses que llenan el es- 
pacio de un olor ácido agradable. 
Pero al internarse unos 30 metros 
esa fachada natural cambia: parece 
que ya no estamos en el abundan- 
te bosque sino en un terreno aso- 
lado por una lluvia de meteoritos 
que dejaron abollada la superficie: 
más se parece a una pelota de golf 
de 308.538 metros cuadrados en 
donde los antropólogos abrieron, 
en 2003, 1.527 trincheras en bus- 
ca de huesos que dieran títulos ofi- 
ciales de viudas y huérfanos. La 
fafg ha identificado 20 personas. 
Faltan doscientas más que fueron 
sepultadas en fosas comunes en el 
destacamento militar de Comala- 
pa, uno de los centros de torturas y 
ejecuciones creados por el ejército 
guatemalteco en 1980 en el depar- 
tamento de Chimaltenango. 

Cumes conoce muy bien el 
terreno y como buen guía cuenta 
anécdotas. 

— Un día, cuando los antropó- 
logos estaban excavando, vino un 
señor no tan viejo, me agarró del 
brazo y me jaló, yo tenía miedo y 
me intenté soltar pero no podía, y 
me dijo: "Cálmese, yo sé dónde 
enterraron los cuerpos. Les voy 
ayudar". Y me llevó hasta acá -di- 
ce señalando el inicio de una pen- 
diente- y dijo: "Allí están". Des- 
pués se fue corriendo. 

El resto es historia: los antro- 
pólogos, que no sabían exacta- 
mente por dónde empezar, encon- 
traron en el sitio la mayoría de las 
fosas con restos. A unos 300 me- 
tros se ubicaron las demás fosas, 
pero ahora ese lugar es inaccesi- 
ble: fue cercado con paredes de 
concreto por sus dueños. En ese 
terreno inmenso se puede obser- 
var a la distancia la casa que sirvió 
como centro de mando del desta- 
camento, una edificación de ladri- 
llo en medio de árboles. La dueña 
del terreno al principio no dio per- 
miso para que excavaran, después 
pidió 5 mil quetzales para otorgar 
licencia por un mes. Antes de que 
venciera el plazo echó a los antro- 
pólogos. 

— Dicen que son de familia de 
militares, y sí, sus hijos son milita- 
res -cuenta Cumes. 

La dueña, Carmelita Ovalíe, 
viuda de Ovalle, decidió no hacer 
ningún comentario y colgó el telé- 
fono antes de poder pedirle una ci- 
ta. El destacamento ocupó tierras 
de otros cinco propietarios pero 
éstos aseguraron en una investiga- 
ción de la fafg que el ejército no 
les pidió permiso para instalarse 
en sus propiedades. 

TORTILLAS, CANICAS Y UN CU- 
CHILLO DE RAMBO. El informe 
que la Fundación de Antropología 
Forense presentó al Ministerio Pú- 
blico sobre lo que encontró en las 
fosas es lo único que puede expli- 
car lo que pasó dentro del destaca- 
mento; hasta que un testigo que es- 
capó tenga valor de declarar o un 
militar decida arrepentirse. 

Que hubo torturas lo confir- 
man los huesos y otras evidencias 
encontradas: un hombre murió con 
un alambre de acero y púas en la 
boca; una mujer tenía ocho meses 
de embarazo y dos niños menores 
de 12 años aún guardaban sus ca- 
nicas [bolitas] en sus pantalones 
cuando los mataron. Otros cuer- 
pos tienen quebrados los tobillos, 
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amputadas las manos, y varios hay 
con torniquetes en el cuello. 

"Podemos decir que era un 
campo de tortura. Lo decimos por 
las evidencias que dan los huesos. 
Si usaron , químicos, descargas 
eléctricas o asfixia en agua o cual- 
quier otra, eso no se puede ver", 
dice Claudia Rivera, la directora 
de operaciones de la fafg. 

Rivera explica que en muchos 
restos, más de la mitad, se encon- 
traron evidencias de torturar heri- 
das que no causan la muerte ins- 
tantánea. También hay indicios de 
que 22 hombres fueron decapita- 
dos y un número similar degolla- 
dos. 

— Hay un patrón que demues- 
tra que hubo tortura: en la colum- 
na vertebral, acá atrás -dice mien- 
tras pasa la -mano por él medio de 
su espalda-, y en las costillas ha- 
bía heridas de un objeto filoso, al- 
go así como el cuchillo de Rambo 
con filo en ambos lados: lo metían 
y sacaban lastimando el hueso. 
— ¿No morían? 
—No, porque las heridas no 
parecen ser profundas, más bien 
eran para lastimar. Hay una playe- 
ra encontrada que tenía más de 50 
cortes. 

—¿Y las decapitaciones? 
— Se notan, porque hay varios 
intentos de cortar la cabeza. Las 
vértebras al desunirse tienen una 
separación natural, en cambio esos 
eran cortes con un machete o no 
sé, pero sí se notan varios intentos 
por cortarla. 

— ¿Y los degollados? 
-Esos también se identifican 
porque hay un corte acá -traza una 
línea imaginaria de una oreja a la 
otra- y como hacen presión tam- 
bién dejaron muestras del corte en 
el hueso. 

— Pero también había muchos 
que estaban atados de pies y ma- 
nos... 

— Sí había, unos tenían dispa- 
ros en la cabeza, en la parte de arri- 
ba, como que los hincaron y dis- 
pararon. También había quienes 
tenían heridas en las manos y los 
brazos, como si hubieran intenta- 
do defenderse de los ataques con 
machetes o cuchillos. 

Marco Tulio Pérez trabajó por 
diez años con familiares de las víc- 
timas de Comalapa. Realizó cien- 
tos de entrevistas tratando el trau- 
ma. Una de las entrevistas valió 
por mil: habló con un sobrevivien- 
te de la base militar. 
- — ¿Qué le contó? 

— Dijo, con la condición del 
anonimato, que fue capturado en 
el pueblo por el ejército. Que lo 
llevaron y golpearon soldados. Lo 
lanzaron en una fosa de dos metros 
y que a veces sólo les daban una 
tortilla al día. Él logró escapar con 
otra persona más escalando la fosa 
y huyendo por un barranco. Se fue 
un tiempo del pueblo y volvió con 
los años. 

— ¿Es posible hablar con él? 

— No, no dijo nada más. No 
quería hablar mucho, tampoco de- 
clarará en la fiscalía y con nadie 
más. 

Pérez decidió en diciembre de- 
jar todo atrás y salir casi huyendo 
hacia Londres para empezar una 
nueva vida. '- , 

Cumes también habló con ese 
hombre, que es una especie de le- 
yenda para los pobladores de Co- 
malapa, y agregó nuevos detalles: 
"Dice que gritaban que por favor 
les dieran agua y les daban lo que 
orinaban los soldados. También 



que los colgaban para pegarles y 
que gritaban de dolor". 

LA HISTORIA EN CIEN METROS. A 

San Juan Comalapa la llaman "la 
tierra de pintores", por el núme- j 
ro de artistas y la calidad de sus 
obras. Otros, quizás exagerados, j 
prefieren llamarla "la Florencia de 
América". Algo se sospecha al en- i 
trar al municipio y ver en la pared 
del cementerio un mural de cien ! 
metros narrando la historia del ; 
pueblo: la llegada de los españo- I 
les, el trabajo de los indígenas, el i 
terremoto de 1976 y después sol- ¡ 
dados con armas y campesinos 
desangrándose. i 

Y es que estos dos últimos he- \ 
chos están ligados. 

El terremoto de 1976 destru- ¡ 
yó el pueblo. Para salir adelante '■ 
se crearon grupos de vecinos que 
colaboraron con la reconstrucción. \ 
Esto unió a las personas y fomen- 
tó que un tiempo después surgie- j 
ran voces de inconformidad por ! 
el precio que les pagaban por sus ¡ 
productos: maíz, frijol, haba, trigo. ! 
Entonces empezaron a pedir pre- j 
cios más acordes al mercado. ¡ 

El ejército supo de la organiza- I 
ción del pueblo y envió a militares 
porque veía peligro de que la orga- 
nización fuera aprovechada por la 
guerrilla. Carmen dice que la ma- 
yoría de ios hombres que estaban 
en agrupaciones sociales o religio- 
sas fueron secuestrados. Pérez re- 
fuerza la idea y explica que las es- 
posas que declararon que llevaban 
una vida con iniciativa en el pue- 
blo eran siempre víctimas. 

El comandante del egp César 
Montes dice que aunque tenían 
personas de la agrupación en el 
municipio, no eran muchas: 

— Fue una fuerza desmedida. 
Había gente nuestra allí, pero no 
era para ese tipo de agresión. Allí 
mataron a muchos inocentes, a ni- 
ños de 10 años. Eso nos decían los 
informantes. 

— Comalapa es el destacamen- 
to donde más personas fueron en- 
terradas. ¿Por qué este nivel de 
fuerza? 

— En ese tiempo estábamos 
ganando la voluntad de los pue- 
blos, y Comalapa estaba muy bien 
organizado. Había descontento 
por el precio de sus productos, y 
como empezaron a pedir mejores 
condiciones ya los tacharon de co- 
munistas, subversivos, aunque en 
realidad ellos querían precios jus- 
tos. Sobre por qué los enterraron 
allí mismo, es porque pensaron 
que jamás los buscarían, que esta- 
rían por mucho tiempo en el poder. 
Había militares más cuidadosos 
que otros. Por ejemplo, en Suchi- 
tepéquez o Retalhuleu preferían ti- 
rarlos al mar, que estaba cerca. 

Un año antes de que los an- 
tropólogos descubrieran que la 
máquina que tragaba hombres en 
verdad sólo los escondía, un artis- 
ta escribió al final del mural algo 
así como su firma: "No supe nada 
de ti, papá/ de cómo fue tu muer- 
. tel Ojalá supiera en dónde fuiste 
enterrado/ para poder visitar tu 
tumba ". 

Carmen piensa que ese mismo 
joven regresará un día para conti- 
nuar la historia, para agrandar el 
mural con la palabra "justicia", 
y terminar de escribir la leyenda 
de la máquina que tragaba hom- 
bres. ■ 

* De la revista digital guatemalteca 
Plaza Pública. En Uruguay exclusi- 
vo para Brecha, por convenio. 



Con Dolores Sales 

"Las causas del 
conflicto armado no 
han sido resueltas" 

Dolores Sales tiene 32 años y es nacida en el pueblo maya Mam. Como 
parte de esta comunidad integra la Coordinadora Nacional Indígena y 
Campesina de Guatemala, que reúne a 150 mil personas y forma parte 
de Vía Campesina Internacional. En esta entrevista reclama el derecho 
de indígenas y campesinos sobre su territorio, y recuerda que ese fue 
uno de los temas que estuvieron en el origen del conflicto armado en el 
que decenas de miles de los suyos fueron masacrados. Hubo un cese del 
fuego, pero no hubo justicia, y el tema de fondo sigue planteado, dice. 



Gabriel Díaz 



— ¿ CVÁJ. es la situación de indíge- 
nas y campesinos en su país? 

— Vivimos la falta de políticas 
que nos permitan acceder a la tierra, 
a proyectos e infraestructuras bási- 
cas para desarrollar nuestras comu- 
nidades, a la educación, la salud, la 
alimentación. Las causas están en el 
modelo económico capitalista, en 
el que la acumulación de la tierra 
la pone en manos de algunas fami- 
lias (2 por ciento de los productores 
controla el 57 por ciento de las tie- 
rras productivas, según hrw). Esta- 
mos siendo amenazados y desaloja- 
dos por la explotación minera y la 
producción de nuevos cultivos para 
bio y agrocombustibles. Estos nue- 
vos cultivos (como la hoja de pal- 
ma) a nosotros no nos vienen a qui- 
tar el hambre sino más bien a matar 
de hambre. 

Desde la creación de la coor- 
dinadora, en 1992, venimos traba- 
jando en lo que llamamos "inci- 
dencia", sensibilizando al Estado y 
también a la iniciativa privada, para 
que no actúen violentamente y nos 
escuchen. Se ha logrado poco. No 
hay ninguna respuesta completa e 
integral que la pueda dar solamente 
un gobierno. 

— Guatemala figura entre los 
países con mayores niveles de des- 
nutrición. 

— Es contradictorio que haya 
desnutrición y que haya hambruna 
en un país como este, pero lo que 
ocurre es que las tierras no están en 
nuestras manos sino del Estado, de 
los grandes terratenientes o de las 
trasnacionales. 

— ¿De qué manera pueden re- 
cuperar ese derecho? 

— Nuestras comunidades están 
posicionadas "de hecho", no tie- 
nen certeza jurídica, por lo cual fá- 
cilmente nos desalojan. No es justo 
que estemos muriendo de hambre 
mientras se imponen los criterios 
del mercado, que implica la sobre- 
explotación de la madre tierra, con 
consecuencias como el calenta- 
miento global. 

El gobierno atribuye a "desas- 
tres naturales" cosas como las inun- 
daciones que padecieron nuestras 
comunidades este invierno. No son 
desastres naturales sino desastres 
humanos que el modelo de extrac- 
ción ha provocado: la deforestación 
que hacen grandes empresas ma- 
dereras, las multinacionales, las de 
explotación minera. Grandes cerros 
han sido destruidos para sacar oro, 
plata, níquel de la tierra. ¿Qué pasa 



con los monocultivos y las grandes 
maquinarias? Y también hay que 
pensar en la cantidad de basura que 
se está produciendo a diario. ¿Será 
que esa basura alimenta a la madre 
tierra? 

— ¿Cómo han conseguido or- 
ganizarse tantos miles de fami- 
lias? 

— Hay una práctica dentro de 
los sectores indígenas que tiene 
que ver con los diálogos, conse- 
jos y consultas que nos facilitan 
la organización. Por supuesto que 
hay problemas, pero no en el te- 
ma organizativo. 

— ¿Cuánto pesan hoy los años 
de guerra civil y el genocidio co- 
metido contra el pueblo maya en- 
tre 1960 y 1996? 

— Hay que recordar que el con- 
flicto armado interno de Guatemala 
tuvo sus orígenes en las injusticias 
y en las desigualdades económi- 
cas, políticas y sociales. A nadie se 
le puede olvidar. Lo otro es que no 
se ha hecho justicia. Se llegó a un 
acuerdo de paz en relación con el 
cese del fuego, pero no hay justicia, 
porque los principales responsables 
de ese conflicto armado, los que es- 
tuvieron exterminando a nuestras 
comunidades, por ahí andan. Exis- 
te un programa nacional de resar- 
cimiento, cantidades económicas 
mínimas que se entregan a las fa- 
milias, pero no está resuelto el tema 
estructural del país, que es el acceso 
a la tierra y la inclusión de los pue- 
blos indígenas. 

— ¿Qué ocurrió con las fami- 
lias que regresaron del exilio? 

— Muchos fueron a refugiarse 
a países hermanos, como México, 
y cuando regresaron se encontra- 



ron con que habían perdido sus 
tierras, que los militares las esta- 
ban ocupando. Pidieron el regreso 
pero a unas tierras productivas. El 
Estado asumió los costes entre- 
gando fincas en otro lado. Enton- 
ces sí tuvieron acceso a un lugar 
donde vivir, pero se les abandonó. 
Para levantar una comunidad se 
necesitan viviendas, infraestruc- 
tura básica, vías de acceso, agua 
potable y centros educativos... 
De todo eso no se les dotó. Ca- 
da familia fue trabajando con sus 
propios recursos. 

— ¿Han podido recuperar 
otras tierras? 

— Sí, hemos recuperado unas 
135 fincas que estaban en manos 
de terratenientes o finqueros, pa- 
ra 10 mil familias mayas campe- 
sinas. También se han hecho pro- 
yectos productivos en los que los 
gobiernos nos han dado escuelas, 
viviendas, carreteras, pero ha si- 
do por la presión de las comuni- 
dades organizadas. . . En éste y los 
gobiernos anteriores, nada ha si- 
do por voluntad propia sino por 
nuestra presión. 

— ¿Cuál es la alternativa? 

— La soberanía alimentaria, 
con la producción y agricultura 
campesina, la agroecología basa- 
da en experiencias y principios de 
nuestros pueblos, donde prevale- 
ce el respeto y la complementa- 
riedad. Pero es un tema que no 
interesa a los gobiernos ni a la 
población no indígena, que no en- 
tienden esta lógica de conviven- 
cia con la madre tierra. Defen- 
demos la humanidad más allá de 
lo que estamos planteando como 
nuestros derechos. ■ 
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Manifestación en Argentina contra ¡a minería a cieio abierto I Foto AFP, Sergio Goya 



Daniel Gatti 



América Latina vive un boom minero como hace tiem- 
po no conocía; hay por otro lado en la región "una nueva 
conciencia ambiental" y una resistencia de poblaciones 
locales a iniciativas en este terreno bastante más fuertes 
que en otras épocas; paralelamente, han llegado al go- 
bierno en, muchos países del área formaciones políticas 
de izquierda o "progresistas" que no cuestionan las inver- 
siones mineras, aun si, en algunos casos, las han regula- 
do en un grado algo mayor que en el pasado e impuesto 
cánones más altos -a veces apenas más altos- por su ex- 
plotación. Así, con todas estas aristas, investigadores del 
Observatorio de Conflictos Mineros en América Latina 
(ocmal) resumen el panorama imperante en un subconti- 
nente en el que las "disputas sociales por la minería" es- 
tán a la orden del día. 



En uno de sus últimos informes, el ocmal relevó la 
existencia de al menos 120 "disputas" por la minería des- 
de América Central hasta la Patagonia. "Hay un incre- 
mento de conflictos mineros por el ambiente, en número y 
en intensidad. Por el agua, por la extensión de las conce- 
siones mineras, por la contaminación de los ríos, por el 
desplazamiento de las actividades y de ¡a población ", di- 
jo a su vez a la agencia afp el economista peruano José de 
Echave, ex viceministro de Medio Ambiente de su país. 

AUGE. De acuerdo al Banco Mundial, casi la tercera par- 
te de las inversiones mundiales en exploración de nue- 
vos yacimientos mineros está hoy concentrada en Amé- 
rica Latina. El producto bruto interno de varios países de 
la región depende cada vez más del sector minero. Es el 
caso de Chile, Perú, Ecuador, Brasil e incluso Argenti- 
na. En Brasil, siempre según la institución multilateral, 
la producción minera creció en 2011 un 20 por ciento 



respecto al año anterior, y en Ecuador el gobierno prevé 
que el pbi aumente en 2012 alrededor de 5 por ciento por 
la explotación de los yacimientos de oro y plata. En Perú, 
mientras tanto, el ocmal indica, basándose en un estudio 
de ong locales que se fundan a su vez en datos oficiales, 
que cerca de 25 millones de hectáreas, 19 por ciento del 
territorio nacional, el doble que en 2001, han sido conce- 
sionarias a empresas mineras. Y el proceso sigue, dice el 
estudio, sin que el país se haya "dotado de una agenda 
ambiental y social que incluya el ejercicio pleno del de- 
recho a la consulta, la protección de las fuentes de agua 
y la necesidad de ordenar los usos del territorio ". 

Los precios pagados en los mercados internaciona- 
les por cobre, oro, plata, níquel, hierro, zinc explican que 
muchas convicciones y seguridades de antaño hayan si- 
do rápidamente dejadas de lado una vez que las circuns- 

► 



tandas -las políticas, las personales- cambiaron. Es el 
caso del gobernador de la provincia argentina de La Rto- 
ia Lnfs Beder, que cnando estaba en la oposición -hace 
fpeTunos pól años, en 2007- juró que al . fegar a a 
gobernación prohibiría la minería a cielo ab.erto en su 
provincia; afirmaba que la mmena era £^«n*«n» 
aue más favorecían la corrupción, que las empresas ael 
Sabían ganado las concesiones de ; = ntos so- 
bornando a políticos y funcionarios que j-J- 
ría contaminaba y desplazaba gente de sus territorios, que 
era nanoara hoy y hambre para mañana. 

K que era vicegobernador pero estaba peleado 
con su ¡efe Ángel Maza promovió entonces una ley para 
iZedh la e^fotación en La Rioja de una mina de oro, 
draque prendía hacerse cargo la trasnactonal cana- 
diense Ba£ck Gold. Ya había habido en la zona -en e 
So de Famatina, sobre todo- movilizaciones de tos 
habtontes contra el proyecto de la Barrick. Decían los 
movUfeados que la mina de oro contaminaría todas sus 
SenSsTagua, que los empleos que crearla señan muy 
oZs v los que destruiría muchos, que la instalación de 
SJra supondría el desplazamiento de mués de pobla- 
dores locales. "El agua vale mis que el oro , asentaban 

e " Bed P e"oyó. Poco después de acceder al gobier- 
no provSoriameni, en 2007, tras la destitue.on de Ma*>, 
promulgó la ley que prohibía la mmena ra cielo ataerto en 
la Rioia En 2008 Beder se presento a las elecciones y 
L» Snó Un año más tarde anulaba la ley que el mismo 
habfa impulsado. "Cambié de opinión- dijo, y tambar 
q^e sólo los estúpidos piensan siempre lo mismo ^Y pro- 
clamó' "la minería nos sacará de pobres . Suprimida la 
f^Bede? firmó un acuerdo con otra trasnaconal caña- 
da CfcUto para explotar la misma mina de oro que 
Sodiciadol Barrick Gold. Dicen los movihzados 
de Famatina que Osisko le encontró el precio a Beden 

E Tenero pasado los vecinos de Famatma y de Chi- 
iecto r~n sus movilizaciones contra e empren- 
dimiento minero y cortaron rutas Semanas después ,ü 
Gobernador Beder ordenó el desalojo de los piquetes ^y 
iSuna represión que no dejó i"*^^?^ 
baulera a algunos sectores knchnenstas. El Frente oran 
¿por ejemplo, denunció la represión, apoyó los recla- 
ts'dé os habitantes de Famatina y recordó que = cuan- 
do ^Beder llegó al gobierno prometió ^nducirpohnca 
públicas aue respetaran el derecho del pueblo a decidir 
sobre emprendimientos que lo afecten . Hoy todas las 
ZóvinZ que comparten la cordillera desarrollan em- 
P nZZientos mineros a cielo abierto con químicos le- 
P ,Z Multinacionales se apropiaron el territorio de ma- 
nera obscena, destruyen ecosistemas, cortan pactare 
como panes de manteca, envenenan y derrochan el agua 
Z onsolidan ninguna estructura producá velada 
a las demandas populares de esa geografía y se carece 
de control sobre los minerales que extraen y sacan de 
tesZ territorios. Toda esta situación pretende legiti- 
mare con el argumento de las fuentes de trabajo que ge- 
nera la acüvidH y las inversiones que reaman las mul- 
Tnaeionales, los ingresas .fiscales ^\ePJoporcton«a 
la nrovincia o el carácter irreversible de las potincas 
neomraes El día que se termine el proceso extractiva 
i collera sea el mayor cráter del planeta, segura- 
mente se considerarán inviables estas provincias , As 
deda una solicitada publicada por el Frente Grande en la 
prensa de La Rioja y otras provincias^ 

La presidenta Cristina Fernandez no estuvo ae 

"Tonque sucedió en Famatina y Chilecito se repli- 
có elvkrnes 10 de febrero en otra provincia goberna- 
da "chneristas, Catamarca, donde 1, t pota* , cazgo 
también con gases, también con balas de goma, tam 
Wéñddando heridos- contra vecinos que cortaban una 
rZ en ta localidad de Tinogasta. Los vecinos protes- 
tan contra noevos emprendimientos proyectados en 
asTercanías de la mina Bajo de la Alumbrera el ma- 
vor vácim ento de oro y cobre del noroeste de Argenti- 
na exP totado por dos empresas canadienses y una su.- 
^aVentre las tres controlan el 80 por ciento del cap.tal) 
n al"on una del Estado P-incralJ—tos 
Mineros de Aguas del Dionisio. Uno d lo nuevos ^„ 
(corantes del directorio de este consorcio publico es Ar 
So Mercado, ex esposo de la ministra de Desarrollo 
Social Alicia Kirchner -hermana de Néstor-, y üo de 
ministro de Producción y Desanollo de Catamarca, An 
gel Mercado, que es a su vez esposo de la gobernadora 
Lucía Carpacci. 

TRUCHO. Cristina Fernández promueve desde hace 
tiempo la megaminería. Dice que es una de las activida- 



des de más futuro en el país y de ^ «I» nrfsie P uede 
esperar ganancias para el fisco. De hecho, en 2m0 el 
Tesoro catamarqueño se hizo de casi 405 millones de 
pe o argentinos transferidos por Yacimientos Mineros 
de Agua! del Dionisio y de unos 78 millones por rega- 
rlas mineras (fijadas en 3 por ciento de sus ganan- 
Tas dedadas). E¡ gobierno K está de punta ^con ra lo 
movimientos ambientalistas y pobladores locales que 
ZeTpaTos en la rueda al desarrollo de esta supuesta 
P g °all na de los huevos de oro. Afirma que ni unos m o ho 
piensan en "el futuro del país" y los hlda de comer 

^Usemana pasada Cristina hizo nn papelón. Duran- 
te eTacto de inauguración de un horno cementerc , en la 
nrovincia de Buenos Aires, un hombre que decía la 
Sarae Antonio y ser sindicalista, vestido de overol y 
cSco se apersonó al vice Amado Boudou para expre- 
sarle ■JZmbre del pueblo ", su más firme apoyo por 
lT"esZrzos del gobierno nacional en desarrollar la 
L°J? Antonio vociferó contra los amb—as y 
los protestones catamarqueños, di] o que t,»»»» ™ 
representaba riesgo alguno, ni social, m ambiental. Di- 
Tf hornos nosotros (los obreros) los que conocemos 
'meiord trabajo. Somos más ambientalistas que estos 
Soíbientalistas". Y se fue. Al día sigmente U .pre- 
sidenta lo convocó a la Casa Rosada y lo felicito en tan 
T' representante de la lógica implacable del pueblo . 
Pero Antonio se llamaba Armando (Do— ^i 
bien era sindicalista -secretano general de la Asocia 
con Sbrera Minera Argentina- se lo conocía por sus 
íazos estrechos con las multinacionales mineras ded ca- 
tsata fracción de oro y plata en el norte argentino 
(la Barrick, por ejemplo). Armando es tamb.ei . v, epr - 
sidente del Partido Justicial.sta en la cuidad bon™ 
de Olavania, y reputado como cercano a los sectores 
más a la derecha del peronismo. 



NUEVAS TÉCNICAS. "Hay lugares, como las sierras 
"Ifanas, donde se explotaron vetas de oro desde es, 
gloxtx, y se hablan agotado -escribe en su i blog_ er i \ 
diario español El País el periodista argentino Martin 
Cápanos ^ro las nuevas técnicas permiten explotar 
emente- filones que no habrían sido ™gg>™ 
ellas Es como la soja, un modo de sacar todo toposi 
telo más rápido posible. Sólo que en la minería todo 
máZsJ, más visible: ganancias extranjeras, po- 
auísima mano de obra, destrucción mas violenta. Las 
luevastZnlas consisten en volar sierras enteras y pa- 
Tar sus restos por agua, cianuro y otros í™f ™ 
sevarar los metales -más o menos- preciosos de la ba 
suralura Para eso se necesita mucho dinero -el sufi- 
'cZZara comprar insumas y ^^^ — 
precio por el juíum -ei suj^cwn^ — ■ t- --«- 

m Sa^Ts dice que el desanollo de la minería -tal 
como seTtá haciendo- refuerza la primarizac.on de la 
e onomí^ .argentina, una economía extractivista como 
ra de la mayoría de los países latmoamencanos, neluso 
aauel os gXernados por el progresismo. "Éntrelos diez 
Zmsq!e encabezan las exportaciones argentinas so- 
lo uno Is industria,: el resto es materia prime cruda o 
muv levemente procesada. Granos y yuyos, por supues 
1 7 gas petróleo, minerales. La minería, que parecía 

PÜS t sutát r^ientelro, E. mal, Migue, Bonas- 
so, diputad" periodista, escritor, «W»^^ 
entrevista de Fabián Kovacic en Brecha, 23-X11 12), 
denuncia "el saqueo" de las grandes multinacionales 
minea en América Latina. Dice que aunque se han ci- 
vilizado en algo, y ahora al menos se toman el haba- 
to de hace" y pagar estudios de impacto ambiental, que 
valen lo que vafen las evaluaciones realizadas por los 
p pios evaluados, siguen recuniendo a practicas .coto- 
niales: sacan y se van, y dejan muy poco. Entre ^Argenti 
na v Chile afirma Bonasso, las mineras, con la Banick 
Goto a la cabeza, armaron "un tercer país virtual que 
controlan a su antojo, en el que fijan las reglas, y guay 

^'SraCa^rque en Famatina, meses atrás, un 
directivo de la Osisko que escapó a las apuradas del 
nneb o al saberse persona non grata, en su huida se olvi- 
dó de una carpeta Entre cuentas y documentos estaban 
constadas las "formas de eludir ciertas restricciones 
finabas y maleras de autorizar y ásenos ga«o_ 
por coimas. Y había también una lista de los PoblaM 
res más activos en la pelea contra la mina, con datos 
prZnales muy precisos, grados de fW™$ ■* 
tenciones de comprarlos, 'errores de hortograf la Ni la 

"plolincüal ni la federal ^eronfgujZZ 
ligación sobre una lista negra que recordaba los tem 
pfsmás negros: hablemos de derechos humanos . 



Algunos 

de los conflictos regionales 



¡Adi-más oh Famatina. en Argentina, y os escar- 
ceos orientales en tomo a los planes de Arat rn ; 
hay otros puntos de la región en que proyectos , 
mineros han provocado movilizaciones sociales. 

En Panamá, empresas coreanas y de Singa- ; 
pm pugnan por obtener la, licencias de expío pa- 
ción de un gigantesco yacimiento de 17 millones 
de toneladas de cobre -equivalentes a tres anos ; 
de la producción chilena- en la comarca donde ¡ 
habita la comunidad indígena ngobe-bugle. Los , 
I neobe buulé -la mayor etnia del país- se movili- 
: zaron cortando rutas. En los enfrenamientos con , 
I la policía dos nativos fueron asesinados. La se- ¡ 
! mana pasada las movilizaciones fueron suspen- ; 
! didas tras la firma de un acuerdo -para comen- : 
i zar a discutir". Los ngóbe buglé pretenden que ; 
'■ la nueva lev de minería y energía que tiene a es- , 
I tudio el parlamento prohiba la actividad minera ¡ 
i y la construcción de represas hidroeléctricas en , 
\ su territorio. Sobre la minería el gobierno estaña ¡ 
, disDiiesto a ceder. 

! En pleno páramo de Colombia, la trasnacio- , 
i nal canadiense Greystar tenía planes para ex- ¡ 
I olotar la Santurbán, una mina ubicada a 3.600 
! metros de altura donde habría cuantiosos yací- , 
! mientos de oro y plata. La producción de oro po- . 

¡ dría llegar a 16 millones de onzas anuales y la de , 
¡ mata a 2,3 millones de onzas. En esa misma zona . 
: están las fuentes de aprovisionamiento de agua ; 
'! de la provincia de Santander, que serian desvia- , 
das hacia la mina. La movilización social logro 
: que en 201 1 el proyecto quedara en suspenso. ; 
! Industrias Infinito se llama la subsidiaria de la 
i trasnacional minera Infinito Gold en Costa Rica ¡ 

! La empresa pretendía explotar una mina de oío 
1 de la que podía extraer unas 900 mil onzas por 
1 año El gobierno le otorgó la concesión, pero la 
pronta social acabó por tirarla abajo tras ínter- | 
■ vención de la justicia, que en noviembre de 201 1 
'' rectificó la decisión gubernamental, 
i otra canadiense, Kinross, tiene fuertes posi- 
i bilidades de hacerse con el contrato de explota- 
i ción de un campo amazónico subterráneo en el ; 
i norte de Ecuador en el que habría reservas de 6,4 
millones de onzas de oro y 9, 1 millones de onzas 
i de plata. El gobierno de Rafael Correa esta dis- 
puesto a autorizar el proyecto, al que se res.sten 
i las comunidades indígenas de la zona. 
, En Cajamarca. una provincia del noroeste de 
Perú los habitantes lograron frenar, al menos poi 
: un tiempo, los planes de la estadounidense ■ New- 
! mont para extraer oro. Para poder haceilo. la tras- 
'■ nacional proyecta secar por completo unas xuatro 
; lagunas, bajo las cuales se encuentra el oro. El 
i oo'bierno de Ollanta Húmala, en principio tavo- 
: ; rabie a la iniciativa minera, que supone una m- 

versión de más de 4.500 millones de dolares, de- , 
: sienó a una comisión de peritos para que evalué 
'■ efestudio de impacto ambiental presentado por 
; la empresa, que por supuesto dice que siunvei- 
: sión será ambiental y socialmente "inocua . 
" Chile es uno de los países latinoamericanos 
con mayores (en número y monto) emprendi- 
mientos mineros. Uno de ellos, todavía no con - 
! cretado pero va aprobado "con algunas obser- 
' va'Tones^ por el gobierno de Sebastian Pinera, 
a uSa a extraer cerca de seis millones de tone^ 
i das de carbón por año en Magallanes, al sur del 
país. Movimientos ambientalistas denuncian que 
acarreará un desastre para la zona. ■ 
. Fuente: informe de la agencia akf. ) 
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La oposición y los usos del Twitter 

El reality de los 140 caracteres 



La tentación consiste en considerar a Twitter como un universo onírico donde se entrelazan 
en un instante 65 millones de voluntades expresadas en apenas 140 caracteres. En Uruguay 
va camino de convertirse en el vehículo de la más impúdica manipulación política. 



Samuel Blixen 



hay quienes afirman que las nue- 
vas tecnologías de la informa- 
ción y la comunicación imponen 
un "nuevo periodismo", diferen- 
te del "tradicional" en su forma, 
pero también en su contenido y 
fundamentos. Otros sostienen, 
en cambio, que las tic ofrecen 
(a caballo de la velocidad en la 
trasmisión de datos que supues- 
tamente genera una "cultura de 
la urgencia") una coartada para 
un periodismo más superficial, 
más irresponsable y más mani- 
pulador; a mitad de camino en- 
tre el clip y el reality show, ese 
periodismo resulta funcional a 
los intereses -políticos, econó- 
micos- que ganan con la desin- 
formación y la confusión. 

Quizás la verdad se ubique 
en un punto equidistante de esos 
dos extremos, aunque la realidad 
parece jugar a favor de la con- 
fusión: la comunicación política 
está cada vez más condicionada 
por la banalidad y la grosería, en 
un show que retroalimenta aquel 
sesgo periodístico manipulador. 

Las estructuras partidarias 
han incorporado en forma cre- 
ciente algunas de las nuevas 
tecnologías para su comunica- 
ción con el público; y ciertos 
políticos han encontrado en al- 
gunas de esas herramientas un 
auxiliar perfecto para sus estra- 
tegias. Aunque no sean estricta- 
mente responsables (como no lo 
es la televisión por las guaran- 
gadas tinellianas), las llamadas 
"redes sociales" dan esas do- 
sis exactas de rapidez y super- 
ficialidad. En especial Twitter: 
no sólo se escribe en el viento; 
¿qué mejor que una estricta li- 
mitación del espacio para suge- 
rir sin fundamentar, para provo- 
car, para insultar? 

Twitter fue, precisamente, un 
personaje destacado en la sesión 
que la Comisión Permanente del 
Parlamento realizó el 1 7 de ene- 
ro, y en la que el ministro del In- 
terior, Eduardo Bonomi, debió 
enfrentar una acusación de "falta 
de respeto" a la institución, tras 
una exposición y un debate que 
insumieron más de diez horas, a 
propósito de la inseguridad ciu- 
dadana y las estrategias minis- 
teriales para combatir el delito. 
Cuestionando los números ma- 
nejados por Bonomi sobre las 
estadísticas de asesinatos en los 
primeros días del año, el senador 
colorado Alfredo Solari informó 




sobre un homicidio ocurrido 24 
horas antes, que elevaba los pro- 
medios. Dos horas después, el 
ministro aclaró: "En el mismo 
mes de 2009 hubo veinticuatro 
homicidios. Ahora van veinti- 
trés, no veinticinco. A través de 
Twitter se informó que hubo un 
homicidio ayer, pero nosotros 
averiguamos y no fue así". 

No fue la única referencia 
ministerial a esa "red social": al 
responder por la "falta de respe- 
to", Bonomi señaló que "la falta 
de respeto es poner en Twitter: 
'Ya se vinieron con la monser- 
ga del 93'. Para mantener el 
respeto tiene que tratar la ins- 
tancia parlamentaria como lo 
que es: un debate entre legisla- 
dores que conocen del tema —o 
tendrían que conocerlo- y au- 
toridades ministeriales que es- 
tán informando sobre lo que es- 
tán haciendo. Si se confunde la 
discusión parlamentaria con la 
discusión mediática y no cabe 
en Twitter, no es nuestro proble- 
ma". La diputada de Asamblea 
Uruguay Daniela Payssé aco- 
tó: "Cuando el presidente de la 
República habló de circo polí- 
tico no creo que se haya referi- 
do a esta convocatoria sino a un 
cruce de opiniones que se hizo a 
través de los medios de comuni- 
cación, Twitter y todo lo demás, 
que incluía la solicitud de renun- 
cia del ministro y del subsecre- 
tario y algunos otros comenta- 
rios más; ahora que estamos tan 
pendientes de la prensa, tene- 
mos que estar también pendien- 
tes cuando suceden esas cosas". 

La gestión del Ministerio del 
Interior es cartón ligador en las 



arremetidas opositoras del sena- 
dor colorado Pedro Bordaberry. 
Pero su inclinación a manejarse 
con el limitado espacio de Twit- 
ter lo lleva a elecciones ingratas: 
entre el debate y el insulto, este 
último es funcional en el forma- 
to de los 140 caracteres. Así, co- 
mo colofón de una polémica des- 
plegada a través de la tevé (en la 
que el senador recordó el pasado 
tupamaro del ministro, y éste re- 
plicó que Bordaberry "debe ha- 
cerse cargo de algunas muertes 
porque fue uno de los que más 
llamó a armarse"), el senador 
concluyó el intercambio escri- 
biendo: "(Bonomi) tiene que ir- 
se para la casa; es un inepto". 

No sólo Bonomi es blanco de 
los dardos twitteados por Borda- 
berry. Ya antes de esta ofensiva 
opositora estival que mucho se 
asemeja a campaña electoral, el 
senador colorado había arries- 
gado en Twitter una afirmación 
temeraria: "La tentación del au- 
toritarismo: desconocer lo que 
la gente decidió en plebiscitos, 
peligroso camino que inicia el 
gobierno del fa". Y abundó: 
"Si el Frente Amplio pierde la 
próxima elección nacional ¿en- 
tenderá que el pueblo se equivo- 
có?, ¿entregará el poder como 
marca la Constitución? " . Cues- 
tionado por frenteamplistas y 
blancos, fundamentó en Twitter: 
"Tenemos derecho a dudar so- 
bre esto si su candidato a presi- 
dente (aludiendo a Tabaré Váz- 
quez) dice que los uruguayos 
cuando votamos no siempre te- 
nemos razón ". 

Como víctima de una com- 
pulsión (las cámaras de tevé lo 



Foto Alejandro Arigón 

han mostrado tecleando en su 
computadora portátil en plena 
sesión del Senado) Bordaberry 
twittea sobre todos y sobre todo. 
Últimamente arremetió contra 
la presidenta de Antel, Caroli- 
na Cosse, y poco antes contra la 
presidenta de asse, Beatriz Silva. 
La propuesta blanca de instalar 
balotaje en las elecciones muni- 
cipales habilitó un juicio sobre 
el Frente Amplio: "Causó páni- 
co en el fa la idea del balotaje 
para elegir intendente por mie- 
do a perder el poder absoluto y 
al voto libre de los ciudadanos ", 
sin que hubiera evidencia de tal 
pánico. 

Pero arremete también contra 
sus socios en la oposición: "¿La 
oposición? No la veo en la cum- 
bre (de dirigentes políticos con 
el presidente); veo al gobierno y 
su aliado Alianza Nacional no a 
la oposición ". Lo que no impide 
que los blancos aplaudan cuan- 
do el senador colorado acusa de 
corrupción al gobierno: "Es un 
escándalo, el gobierno sigue 
cediendo a grupos extranjeros. 
Dentro de este esquema de pre- 
sión se anuncia que se va a auto- 
rizar el puente. Es de no creer ", 
twitteó interviniendo en el deba- 
te sobre laguna Garzón. Y advir- 
tió: "Con el cuidado del medio 
ambiente y del Uruguay natural 
no se juega ". 

Bordaberry ha fundamen- 
tado su explotación política de 
Twitter. "Poner un diario hoy 
es casi imposible. Hay que uti- 
lizar las ventajas de Internet. 
Hay que contestar en Face- 
book, twittear, engancharse en 
los blogs, los chais. " El argu- 



mento al parecer sedujo al diri- 
gente de Alianza Nacional, Jorge 
Larrañaga, quien a propósito de 
los acuerdos sobre la educación 
escribió en su cuenta: "Dejen de 
dar vueltas, estamos colaboran- 
do. No merecemos el trato de un 
florero ". 

Se sospecha que se genera- 
lizará esa forma de rebajar el 
debate político a dos líneas en 
Internet, con el consabido es- 
cándalo que alimenta las ne- 
cesidades de noticias de cierta 
prensa. Aludiendo al estilo del 
senador Bordaberry, el minis- 
tro Bonomi sintetizó: "Repar- 
te culpas a diestra y siniestra, 
parece un ángel descalificador 
que funciona al ritmo de Twit- 
ter. Breve y superficial, pero no 
se le cae una idea. Tendría que 
dejar el Twitter y pensar más 
en profundidad, hacer planteos 
más de fondo, analizar, no ha- 
cer comparaciones vanas. Pero 
no pone conceptos arriba de la 
mesa". 

En otro plano de reflexión, 
el presidente Mujica formuló 
consideraciones sobre el papel 
de la red Twitter en el escenario 
político uruguayo, en la reunión 
que mantuvo el viernes 10 con 
ministros y senadores. "Aunque 
estemos en un tiempo donde 
han explotado las formas de co- 
municación inalámbrica y por 
imágenes, nunca existirá comu- 
nicación igualable a la que los 
hombres y mujeres mantienen 
directamente", expuso según la 
crónica de La República. 

"Dentro de ciertos límites la 
utilización de Twitter puede es- 
tar bien y ayudar. Pero cuando 
se transforma en un vicio puede 
cumplir el papel de sustituir el 
que conversemos con nosotros 
mismos, lo que es fundamental 
porque no se puede largar para 
afuera lo que no se lleva aden- 
tro. No es necesario decir todo 
lo que se piensa, pero sí es ne- 
cesario pensar todo lo que se 
dice", sentenció. 

Aludiendo a la sobreexplo- 
tación de Internet para supues- 
tamente "comunicar", Muji- 
ca advirtió: "Hay que tener el 
respeto y la seriedad de que lo 
que se dice contribuye a moti- 
var una reflexión; ahora, si lo 
que se dice es una descarga 
de nuestro yo o temperamento, 
si estamos a cada rato impro- 
visando sobre todo lo que está 
aconteciendo, nos pareceremos 
más a un loro que repite soni- 
dos, que al conversador que 
llevamos adentro. A veces me 
parece que hay demasiado atur- 
dimiento, demasiado Tinelli y 
poco de 'rumia'". 

Las reflexiones presidencia- 
les no hicieron mella en el se- 
nador Bordaberry, quien alentó 
a los militantes de Vamos Uru- 
guay a abrir cuentas en Twitter 
porque es, a su juicio, la mejor 
manera de establecer contac- 
to con la gente. Habrá que pre- 
pararse para mayores andana- 
das de juicios lapidarios de 140 
caracteres, que alimentarán las 
"noticias" de los medios que los 
reproducen sin escarbar en su 
veracidad y en sus intenciones, ■ 
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Matices del sistema judicial ante casos de violencia doméstica y sexual 



Victimas que terminan matando 



Dos mujeres objeto de abusos físicos y psicológicos constantes de parte de sus parejas no vieron otra salida a 
sus padecimientos que terminar con la vida de sus agresores. Juezas y fiscales que actuaron en ambos casos 
aplicaron la ley mostrando sensibilidad hacia el escenario global de violencia, lo que marca una diferencia respecto 
a casos anteriores que tiende a respetar los derechos de quienes sufren este tipo de opresión en el hogar. 



Wa ler Pernas 



la luz del sol se reflejaen 
su vestido claro, que suaviza el 
azul fuerte de los trajes policia- 
les. Ella camina despacio con la 
cabeza gacha, y los brazos col- 
gando: de vez en cuando aprieta 
fuerte su muñeca izquierda con 
la mano derecha. Es la mano que 
usó la tarde del domingo 12 para 
jalar del gatillo del rifle, cuando 
decidió enfrentar definitivamen- 
te a su esposo, quien a golpes 
y coacción psicológica la había 
sumergido en una vida penosa, 
humillante, tanto para ella como 
para sus hijos, también azotados 
por la violencia de aquel hombre 
que ahora está muerto. 

"Policía no pasar", se lee en 
la banda de nailon amarillo que 
rodea el predio de la casa de ta- 
blas resecas y techo liviano, ca- 
liente, bajo el que transcurría la 
violencia. 

Ahora la mujer señala an- 
te la jueza y el fiscal los puntos 
exactos donde tuvieron lugar los 
hechos de la tarde del domingo. 
Ella explica que su esposo llegó, 
y como tantas veces, le gritó, se 
le abalanzó, la golpeó en la coci- 
na y la amenazó de muerte; tam- 
bién a sus hijos, que se encontra- 
ban en la casa. 

Estos, además de los gritos, 
sabían que podían llegar a reci- 
bir los golpes de su padre, o algo 
peor, ser objeto de un balazo... 

La madre procuraba defen- 
derlos: el hombre ya se había 
hecho del rifle calibre 22 que es- 
condía tras un mueble. 

"Los voy a matar a todos", 
gritaba el agresor, que según la 
mujer alzó el arma y disparó al 
aire. 

En un descuido, ella logró 
habilitarles el escape a los hijos, 
que salieron corriendo. Al dar- 
se cuenta el individuo salió tras 
ellos, pero no pudo ubicarlos. Él 
volvió a la casa gruñendo, y ella 
sabía que sería objeto de un nue- 
vo ataque: su vida, como tantas 
otras veces, corría peligro. 

Y fue atacada a golpes tal 
cual esperaba, pero esta vez, ha- 
ciéndose del rifle, tiró del gatillo, 
y su opresor cayó^muerto. 

El fiscal Ariel Cancela no 
sólo valoró la situación puntual 
que se vivió aquella tarde, sino 
el escenario y el clima agresivo 
que imperaba en la casa debido 
al comportamiento del hombre: 
"El hecho ocurrió dentro de un 
marco de violencia extrema que 




la pareja tenía sostenidamen- 
te desde el 24 de diciembre del 
año 2011, en el cual la víctima, 
hombre grande y fuerte desde el 
punto de vista físico, que además 
era de carácter violento y alco- 
hólico, sometía a la indagada a 
maltrato en referencia a ella y a 
los tres hijos del matrimonio", 
sostuvo. 

El magistrado explicó que el 
individuo "rompía los enseres 
del hogar", pero además "insul- 
taba (y) golpeaba " a su esposa, 
"la obligaba a permanecer con 
él y continuamente la amenazaba 
con matarla a ella y a sus hijos ". 

Si bien la investigación po- 
día llegar a configurar un homi- 
cidio especialmente agravado, el 
Ministerio Público entendió que 
"se trata de un caso de legítima 
defensa completa ", regulado por 
el artículo 26 el Código Penal. Y 
ello "por cuanto la indagada vio 
en peligro su vida y la de sus hi- 
jos ante la actitud violenta, agre- 
siva y poderosa de la víctima, su 
esposo y padre de sus hijos ". El 
accionar de la indagada en los 
hechos -según el fiscal Cance- 
la- cumple con las "exigencias 
legales de repeler una agresión 
ilegítima, utilizando un medio 
racional y no habiendo provoca- 
do a la víctima (aunque en el ca- 
so no es necesario) ", por lo que 
solicitó el archivo del caso. 

Ante el pedido de la Fiscalía, 
la jueza María de los Santos dejó 
en libertad a la mujer y decretó 
el archivo de las actuaciones. 

Uno de los puntos a analizar 
tras este hecho es que la situa- 



ción de violencia llegó a su pun- 
to extremo, y a la víctima de esa 
violencia doméstica no le quedó 
otra salida que matar al agresor, 
pues su vida y la de sus hijos es- 
taban en juego. Situaciones de 
opresión, de violencia familiar 
y sexual, en el 90 por ciento de 
los casos a manos de hombres, 
se cuentan por miles cada año 
en Uruguay. Y la respuesta del 
Estado, incluido el Poder Judi- 
cial, parece no estar acorde a la 
gravedad del problema. Es de- 
cir, no se verifica que las políti- 
cas contra este tipo de agresión 
den resultados efectivos, en los 
tiempos pertinentes, a fin de que 
la espiral de violencia se cor- 
te antes de que tenga lugar una 
muerte. 

En la madrugada del miér- 
coles 15 otra mujer terminó por 
matar a su pareja, luego de so- 
portar violencia sexual sistemá- 
tica. Explicó a la justicia de San 
Carlos que era víctima de un 
abuso permanente por parte del 
hombre, y que en determinado 
momento se valió de un juego 
sexual para ahorcar a su agre- 
sor. La jueza penal de esa ciu- 
dad^Adriana Navarro, entendió 
que la mujer debía ser procesa- 
da al no cumplirse con todos los 
requisitos de la legítima defensa. 
Pero la sancionó con arresto do- 
miciliario durante 90 días. 

En estos dos casos se advier- 
te una consideración más acor- 
de a la situación global sopor- 
tada por la víctima de violencia 
doméstica o sexual, que repre- 
senta al menos una sutil diferen- 



Código vetusto 



Un informe elaborado por el Centro de Archivo y Acceso a la In- 
formación Pública (Cainfo) y de la Red Uruguaya contra la Vio- 
lencia Doméstica y Sexual reveló, en noviembre de 2011, las fa- 
lencias del Poder Judicial en materia de transparencia, acceso y 
sistematización de información de calidad respecto de estos casos. 

Entre las carencias detectadas figura la insuficiencia de infor- 
mación sistematizada sobre medidas cautelares y su cumplimien- 
to. Por ello no es posible extraer "conclusiones sobre el grado de 
cumplimiento de las mismas ", señala el documento. No se indica 
cuál es el criterio para determinar el cumplimiento o no de la medi- 
da dictada por una sede, y el propio Poder Judicial admite que los 
informes respecto de los "asuntos tramitados por la ley 17.514" 
(violencia doméstica) no son "un indicador confiable por varios 
motivos ". Uno de ellos denota claramente la falta de seguimiento 
de un asunto llegado al juzgado: "se puede observar que el proce- 
dimiento seguido por el juez es que dicta la (o) las medidas, otorga 
un plazo y ordena que vencido el mismo sino hay acontecimientos 
nuevos se archive el expediente quedando sin lugar la verificación 
del cumplimiento déla medida", indica el informe de las ong. 

Rosana Medina^ integrante de la Red Uruguaya contra la Vio- 
lencia Doméstica y Sexual, dijo a Brecha que los fallos que ve- 
rifiquen la legítima defensa, reconociendo la complejidad de las 
situaciones de abuso y maltrato son positivos, pero el sistema de 
justicia debe mejorar la respuesta que brinda cuando las situacio- 
nes llegan alas sedes". 

"La respuesta sigue siendo fragmentada, adoptando en mu- 
chos casos medidas de prohibición de acercarse y comunicarse 
sin atender la situación de los niños (pensión, visita, tenencia) o 
la situación económica de la víctima (pensión), lo que las vuelve 
inefectivas", señaló. 

Además, apuntó que "no existe información sobre cuántas de- 
nuncias por incumplimiento de medidas se reciben, ni cuáles son 
las medidas que se adoptan (remisión a la sede penal, arresto del 
agresor, sanciones económicas); y cuando los expedientes son re- 
mitidos, por ejemplo de la órbita de familia a la penal, no hay un 
seguimiento de lo que sucede en los casos". 

Por otro lado, más allá de los dictámenes y fallos que algunos 
magistrados puedan hacer, teniendo especialmente en cuenta el es- 
cenario de violencia reinante en un hogar -un enfoque que no es 
cosa de todos los días-, la vetustez del Código Penal representa un 
problema a la hora de resolver estos temas. 

"No debemos olvidar que el Código Penal uruguayo tiene una 
raíz patriarcal y no cuenta con una mirada de género ", afirmó la 
abogada. 

Para Medina sería pertinente reflexionar sobre ese aspecto en 
el ámbito legislativo ante la eventual "reformulación del Código 
Penal y del Código Procesal Penal" . Así, citó un trabajo de las 
especialistas chilenas en derecho internacional de los derechos hu- 
manos Lorena Fríes y Verónica Matus, al decir que "el derecho 
penal es el encargado de fijar los límites de lo aceptable para una 
sociedad. En este sentido, establece una frontera entre aquello to- 
lerado y aquello que socialmente deberá ser castigado. Así como 
en las otras ramas del derecho, el derecho penal distingue lo que 
es aceptado en términos de género, y valora las conductas del ser 
y hacer de hombres y mujeres, demarcando la última frontera", m 



cia -aún no es tiempo de verifi- 
car un cambio de carácter más 
general- en la forma de resolver 
los asuntos por parte del sistema 
judicial. 

En ambos casos los muertos 
terminaron siendo los agresores, 
pero casi siempre la que mue- 
re asesinada es la mujer vícti- 
ma de violencia sistemática. Es 



que para el hombre que ejerce 
la agresión constante contra una 
mujer -y también contra niños 
de la familia-, las medidas cau- 
telares eventualmente dictadas 
por la justicia (por ejemplo la 
de no acercamiento a la pareja 
o ex pareja), y el control de que 
se cumplan tales órdenes, no re- 
sultan barrera alguna. ■ 



